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Resumen: Este comentario tiene por objeto analiza tres sentencias dictadas durante 
2015 por las Cortes Supremas de Justicia de Costa Rica, Brasil y Chile, en las cua-
les, con ocasión de decidir casos concretos, consideraron que la falta de autonomía 
en independencia l Poder Judicial en Venezuela, no garantiza la protección efectiva 
de los derechos de sus nacionales. 

Abstract: This Paper analyzes three decisions issued in 2015 by the Supreme 
Courts of Justice of Costa Rica, Brasil and Chile in which deciding specific cases, 
have considered that the Judicial Power in Venezuela lacks of Independence and 
autonomy, considering therefore that the rights of its own citizens cannot be effec-
tively guarantied. 
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Durante el año 2015, ante la pasividad de los gobiernos de la región de confrontar polí-
ticamente el totalitarismo que se ha desarrollado en Venezuela en negación de la democracia 

y de los derechos humanos, y ante el temor de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
de condenar directa y abiertamente la ausencia de autonomía e independencia del Poder 
Judicial en el país, se ha producido un hecho excepcional e inédito en la historia de la demo-
cracia en el Continente, poniéndose en funcionamiento la jurisdicción universal de protección 
de los derechos fundamentales, al haber sido tres tribunales supremos extranjeros, los de 
Costa Rica, de Brasil y de Chile, los que sin temor ni ambigüedades han condenado la situa-

ción de ausencia total de garantías del debido proceso en Venezuela, protegido y amparado 
en consecuencia, desde sus respectivas jurisdicciones y países a ciudadanos venezolanos en 
contra del Estado Venezolano. 
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I 

La primera decisión que se dictó fue por la Sala Constitucional (Sala IV) de la Corte 
Suprema de Costa Rica, de fecha 31 de julio de 2015 al decidir un proceso de hábeas corpus 
(Exp: 15-008391-0007-CO; Res. Nº 2015-011568)1 o amparo a la libertad personal, en la cual 
ordenó la libertad plena de un ciudadano venezolano detenido pendiente una solicitud de 
extradición, realizando un grave enjuiciamiento de la catastrófica situación del Poder Judicial 
venezolano, considerado por la mayoría de sus magistrados, simplemente como carente de 
garantías mínimas de un sistema de justicia objetivo e imparcial,” es decir, de autonomía e 
independencia, estimando que por ello nadie podría esperar poder ser juzgado gozando de 
garantía judicial alguna, incluso por delitos comunes como era el caso estafa). 

Al poner en libertad al detenido y negar su extradición, los magistrados de la Corte Su-
prema de Costa Rica apreciaron que: 

“El amparado no enfrenta condiciones satisfactorias que aseguren que el Estado venezolano po-
see las condiciones para asegurar que ciudadano sometido a este proceso de extradición, enfren-
ta una acción represiva que responda a garantías básicas como la independencia de jueces y fis-
cales, que tenga la tutela debida del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, al haber 
denunciado la Convención Americana de Derechos Humanos. No hay debido proceso si juzgan 
jueces nombrados sin estabilidad, si acusan fiscales provisionales, sin garantías que aseguren 
su independencia en tutela de los derechos fundamentales y la vigencia de un juicio justo. La 
división de poderes que es la condición política básica que sustenta el propio enjuiciamiento 
penal, no existe bajo los supuestos que he reseñado. No hay condiciones elementales que ase-
guren el equilibrio, la ponderación y los controles que requiere la actividad represiva del estado, 
razón por la que agrego estos argumentos para considerar que la privación de libertad bajo el 
mandato y voluntad del estado requirente, no es legítima en este caso, sino que contiene ele-
mentos que me demuestran que no hay condiciones institucionales que aseguren la defensa 
efectiva y los derechos fundamentales del amparado.” 

Es decir, los magistrados de la Corte Suprema de Costa Rica, al estimar que “entre las 
condiciones esenciales para la tutela de la libertad personal, está, la necesidad de que exista 
un sistema de justicia independiente que garantice la objetividad e imparcialidad de los 
jueces, condición sin la cual sería nugatoria la defensa de la libertad frente al ejercicio del 
poder punitivo del Estado,” y constatar la situación del Poder Judicial venezolano, considera-
ron que no podían enviar al detenido a Venezuela pues allí ni iba a tener las garantías de 
defensa básicas de toda democracia una vez extraditado.” 

Los Magistrados de la Corte Suprema de Costa Rica, además, destacaron para proteger 
la libertad del detenido, que al haber Venezuela denunciado la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ello originaba que el Estado venezolano presentaba entonces “serias 
debilidades jurídico-políticas para asegurarle al amparado un enjuiciamiento que cumpla con 
las garantías básicas de un debido proceso, conforme a las normas constitucionales y el dere-
cho internacional de los derechos humanos;” considerando que dicha denuncia “constituye 
una amenaza grave al respeto efectivo de los derechos fundamentales.” De allí concluyeron 
los Magistrados: “Enviar a un ciudadano a un país que ha denunciado una Convención que 
tutela de derechos fundamentales, no brinda la confianza suficiente para admitir que el ciu-
dadano que se entrega a otra jurisdicción, será tratado conforme a las garantías básicas que 
merece cualquier ciudadano, no importa su nacionalidad.” 

                                            
1 Véase el texto de la sentencia en http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/ 

jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Ficha_Sentencia&nValor1=1&nValor2=644651&str 
TipM=T&strDirSel=directo&_r=1. Véase la noticia de prensa sobre dicha sentencia en http://www. 
nacion.com/sucesos/poder-judicial/Sala-IV-extradicion-cuestiona-Venezuela_0_1504049615.html 

http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Ficha_Sentencia&nValor1=1&nValor2=644651&strTipM=T&strDirSel=directo&_r=1
http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Ficha_Sentencia&nValor1=1&nValor2=644651&strTipM=T&strDirSel=directo&_r=1
http://jurisprudencia.poder-judicial.go.cr/SCIJ_PJ/busqueda/jurisprudencia/jur_Documento.aspx?param1=Ficha_Sentencia&nValor1=1&nValor2=644651&strTipM=T&strDirSel=directo&_r=1
http://www.nacion.com/sucesos/poder-judicial/Sala-IV-extradicion-cuestiona-Venezuela_0_1504049615.html
http://www.nacion.com/sucesos/poder-judicial/Sala-IV-extradicion-cuestiona-Venezuela_0_1504049615.html


JURISPRUDENCIA 

 

 

497 

Concluyeron los magistrados de Costa Rica además, apreciando que en la catastrófica 
situación del Poder Judicial en Venezuela, con el sesenta y seis por ciento de la totalidad de 
los jueces de carácter provisorio 

“jueces provisionales, no aseguran, de ninguna forma, la independencia de la judicatura, lo 
que incide directamente en la vigencia de las garantías del debido proceso para el ampara-
do cuando se remita a Venezuela. Esta independencia de los jueces es una garantía funda-
mental para asegurar la vigencia de un estado constitucional y los derechos fundamentales de 
la persona sometida a enjuiciamiento. Si no hay independencia de los jueces, las garantías 
básicas de los ciudadanos, se debilitan y el poder represivo se convierte en un instrumento 
descontrolado.”  

En definitiva para negar la extradición solicitada y proteger al detenido, poniéndolo en 
libertad, los magistrados de la Sala Constitucional de Costa Rica expresaron que “Un sistema 

de justicia que carece de independencia, como lo es el venezolano, es comprobadamente 
ineficiente para cumplir con sus funciones propias,” por lo que “el poder judicial, precisa-
mente por estar sujeto a presiones externas, no cumple su función de proteger a las personas 
frente a los abusos del poder sino que por el contrario, en no pocos casos es utilizado como 
mecanismo de persecución contra opositores y disidentes o simples críticos del proceso polí-
tico, incluidos dirigentes de partidos, defensores de derechos humanos, dirigentes campesinos 

y sindicales, y estudiantes.” 

II 

A la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de Costa Rica, le siguió la sentencia de 
noviembre de 2015 del Supremo Tribunal Federal (STF) de Brasil,2 dictada igualmente en un 
proceso de extradición de un venezolano que había sido iniciado por Venezuela, en la cual se 
le concedió al detenido el beneficio de libertad condicional, “por temer que no tenga derecho 

a un juicio imparcial en su país en caso de una probable extradición.”  

El Supremo Tribunal del Brasil, en el caso, con una línea argumental similar a la que se 
desarrolló en la sentencia de la Corte Suprema de Costa Rica, informó en Comunicado sobre 
lo que había expresado el magistrado instructor del proceso, en relación a que: 

“la cooperación penal internacional cede, y siempre debe ceder, a la necesidad de protección 
de los derechos más básicos de la persona humana, entre los cuales el derecho a ser juzga-
do, en el Estado solicitante (de la extradición), por un juez exento e imparcial, y bajo el es-
cudo del debido proceso legal.” 

Destacando además, el mismo magistrado relator del proceso, “que considera grave la 
decisión de Venezuela de renunciar a la Convención Americana de Derechos Humanos en 
2012, lo que, en su opinión, indica un retroceso en el trato de asuntos básicos de los derechos 
de los ciudadanos.” 

Es decir, por la falta de garantías judiciales en Venezuela que puedan asegurar a un enjui-
ciado un juicio justo e imparcial, agrava por la denuncia que hizo Venezuela hizo de la Conven-
ción Americana de Derechos Humanos, el Tribunal Supremo de Brasil protegió al venezolano 
detenido, negando la extradición a Venezuela y ordenando su libertad condicional. 

 

                                            
2 Véase la reseña de la sentencia en: “Brasil otorga libertad a venezolano por dudar de impar-

cialidad de la justicia en Venezuela,” en lapatilla.com, 11 de noviembre de 2015, en http:// 
www.lapatilla.com/site/2015/11/11/brasil-otorga-libertad-a-venezolano-por-dudar-de-imparcialidad-
de-la-justicia-en-venezuela/ 

http://www.lapatilla.com/site/2015/11/11/brasil-otorga-libertad-a-venezolano-por-dudar-de-imparcialidad-de-la-justicia-en-venezuela/
http://www.lapatilla.com/site/2015/11/11/brasil-otorga-libertad-a-venezolano-por-dudar-de-imparcialidad-de-la-justicia-en-venezuela/
http://www.lapatilla.com/site/2015/11/11/brasil-otorga-libertad-a-venezolano-por-dudar-de-imparcialidad-de-la-justicia-en-venezuela/


REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 143/144 - 2015 

 

498 

III 

La última manifestación del desarrollo de la jurisdicción universal en materia de protec-
ción de derechos humanos, ha sido la sentencia dictada por la Corte Suprema de Chile el 18 
de noviembre de 2015,3 mediante la cual dicha Corte declaró con lugar un “recurso de protec-
ción,” que es equivalente a la acción de amparo de Venezuela o a la acción de tutela de Co-
lombia, que había sido presentado en ese país a favor de los venezolanos Leopoldo López y 

Daniel Ceballos, detenidos en los penales de Ramo Verde y Guárico, en Caracas, poniendo 
así en funcionamiento la “jurisdicción internacional de derechos humanos,” argumentando 
para ello que:: 

“resulta visible que operan en este caso todos los requisitos exigibles para que actúe la juris-
dicción universal protectora de los derechos humanos antes mencionada, desde que los tribu-
nales de la República Bolivariana de Venezuela no aparecen actuando con suficiencia en la 
protección de los derechos de sus ciudadanos ya individualizados; y hasta se podría sostener 
con al menos cierta connivencia con los propósitos políticos del gobierno local. Del mismo 
modo, la jurisdicción y competencia que esta Corte se atribuye, proviene de una fuente reco-
nocida del derecho internacional, como son los tratados ya anotados y el ius cogens sustrato 
de toda la normativa mundial; y, en tercer término, que la legislación de Chile se encuentra 
en completa armonía con el señalado derecho internacional.”4 

Para decidir, la Corte Suprema Chilena acudió al derecho comparado, haciendo referen-
cia incluso al caso decidido en Inglaterra en contra de Augusto Pinochet, indicando que: 

“en el recurso y luego en estrados, se han citado varios casos de jurisdicción universal, entre 
ellos el llamado “Caso Pinochet”, en que España requirió de Inglaterra la detención de un 
ciudadano chileno, ex presidente del país, invocando precisamente dicha jurisdicción. Aun-
que el primer país ha venido revirtiendo su normativa local para atenuar su reconocimiento a 
dicha jurisdicción, lo cierto es que la legislación vigente a esa época sostenía la universalidad 
irrestricta de la misma, aceptación que sin mengua sostiene todavía el segundo país y la ma-
yor parte del mundo occidental. La cámara de los Lores inglesa (actual tribunal supremo) ha 
llegado a sostener que la Convención que prohíbe la tortura posibilita la aplicación de la ju-
risdicción universal en todos los Estados partes; y que su contenido, trasciende incluso la in-

                                            
3
 Véase la reseña de la sentencia en: “Corte Suprema acoge recurso de protección de venezolanos 

Leopoldo López y Daniel Ceballos detenidos en penales de Caracas,” en http://www.pjud. 
cl/web/guest/noticias-del-poder-judicial/-/asset_publisher/kV6Vdm3zNEWt/content/corte-suprema-
acoge-recurso-de-proteccion-de-venezolanos-leopoldo-lopez-y-daniel-ceballos-detenidos-en-penales-
de-caracas/ 

4 El Defensor del Pueblo de Venezuela calificó la declaración de la Corte Suprema de Chile como 
“insólita y grosera” aseverando que la sentencia contra Leopoldo López “no se encuentra en el 
margen de la Ley de un país soberano como Venezuela.” Véase: “Saab: Decisión de la Corte chi-
lena sobre López y Ceballos es insólita y grosera,” en NOBITOTAL, 20 de noviembre de 2015, en 
http://notitotal.com/2015/11/20/saab-decision-de-la-corte-chilena-sobre-lopez-y-ceballos-es-insolita-
y-grosera/. Por su parte, el Tribunal Supremo de Venezuela, mediante Comunicado, rechazó “la 
ofensa a la institucionalidad, a la democracia y a la soberanía de nuestro país, al situar infundadas 
afirmaciones, al margen de la verdad y del Derecho Internacional,” indicando que la sentencia de 
la Corte Suprema de Chile “carece de validez y es absolutamente inejecutable en el orden interna-
cional e interno por violentar principios y normas universales del Derecho Internacional.” Para 
fundamentar su rechazo, la Presidenta del Tribunal Supremo de Venezuela “Recordó que los tri-
bunales en el país actúan cabalmente y preservando los derechos humanos, por lo que Venezuela 
se constituye en un verdadero Estado garantista de la esfera de los derechos ciudadanos.” Agregó 
que el Poder Judicial honra su misión de preservar la soberanía por lo que nunca. Véase el texto 
enhttp://www.tsj.gob.ve/-/poder-judicial-venezolano-condena-decision-injerencista-de-la-corte-supre 
ma-de-chile 

http://www.pjud.cl/web/guest/noticias-del-poder-judicial/-/asset_publisher/kV6Vdm3zNEWt/content/corte-suprema-acoge-recurso-de-proteccion-de-venezolanos-leopoldo-lopez-y-daniel-ceballos-detenidos-en-penales-de-caracas/
http://www.pjud.cl/web/guest/noticias-del-poder-judicial/-/asset_publisher/kV6Vdm3zNEWt/content/corte-suprema-acoge-recurso-de-proteccion-de-venezolanos-leopoldo-lopez-y-daniel-ceballos-detenidos-en-penales-de-caracas/
http://www.pjud.cl/web/guest/noticias-del-poder-judicial/-/asset_publisher/kV6Vdm3zNEWt/content/corte-suprema-acoge-recurso-de-proteccion-de-venezolanos-leopoldo-lopez-y-daniel-ceballos-detenidos-en-penales-de-caracas/
http://www.pjud.cl/web/guest/noticias-del-poder-judicial/-/asset_publisher/kV6Vdm3zNEWt/content/corte-suprema-acoge-recurso-de-proteccion-de-venezolanos-leopoldo-lopez-y-daniel-ceballos-detenidos-en-penales-de-caracas/
http://notitotal.com/2015/11/20/saab-decision-de-la-corte-chilena-sobre-lopez-y-ceballos-es-insolita-y-grosera/
http://notitotal.com/2015/11/20/saab-decision-de-la-corte-chilena-sobre-lopez-y-ceballos-es-insolita-y-grosera/
http://www.tsj.gob.ve/-/poder-judicial-venezolano-condena-decision-injerencista-de-la-corte-suprema-de-chile
http://www.tsj.gob.ve/-/poder-judicial-venezolano-condena-decision-injerencista-de-la-corte-suprema-de-chile
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munidad tradicional de los ex jefes de Estado. En igual sentido pueden citarse el caso argen-
tino de “Adolfo Scilingo” (2005), el guatemalteco conocido como el Caso “Genocidio en 
Guatemala” (1999) y el tibetano “Genocidio en el Tíbet” (2005). 

De todo ello, la Corte aceptó el principio de que: 

“La jurisdicción universal, que permite el juzgamiento criminal y en varios casos el civil, es-
pecialmente en materia de derecho de familia y derecho comercial, y aunque no existan pre-
cedentes objetivos en materia de protección por vía cautelar de los derechos esenciales de la 
persona humana, con mayor razón deberá admitirse que es posible la dictación de medidas 
precautorias que tiendan a hacer efectivos tales derechos y los procedimientos judiciales que 
los apliquen." 

Con base en esta aproximación universal en materia de protección de derechos huma-
nos, la Corte Suprema de Chile consideró que “la jurisdicción universal tiene reconocimiento 

en el Derecho Chileno” queda manifestada en el orden procesal interno de Chile en “el recur-
so de protección de los derechos esenciales reconocidos en nuestra Constitución que le otor-
gue eficacia y concreción,” razón por la cual, en el caso, que se había originado con motivo 
de un recurso de protección del derecho a la vida que se había intentado a favor de Leopoldo 
López y de Ceballos, teniendo en cuenta en particular que el artículo 19 de la Constitución de 
Chile “asegura a todas las personas” (sin distinguir su nacionalidad o ubicación geográfica, 

en su número 1°, “El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.” 

La Corte Suprema, además, invocó el artículo 20 de la Constitución chilena que consa-
gra la posibilidad para todo aquél –tampoco distingue su nacionalidad o ubicación geográfi-
ca– “que por causa de actos u omisiones arbitrarios o ilegales sufra privación, perturbación o 
amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos y garantías establecidos en el artículo 19, 
Números 1…”, de recurrir de protección, por sí mismo o “por cualquiera a su nombre”, a la 

Corte de Apelaciones respectiva…”.  

De ello dedujo la Corte, que “como la Constitución no definió lo que debe entenderse 
por “corte respectiva,” dado que en el caso existía “una garantía constitucional que cautelar, 
como es el derecho a la vida de los ciudadanos venezolanos Leopoldo López y Daniel Ceba-
llos, habiéndose establecido suficientemente y en el marco de lo exigible en esta clase de 
procedimientos el acto de amenaza denunciado; y considerándose razonable estimarlo como 

arbitrario por las razones antes anotadas,” consideró forzoso declarara con lugar el recurso de 
protección intentado, disponiendo: 

“como medida de cautela de la garantía constitucional del derecho a la vida los citados ciu-
dadanos, la medida de requerir, a través del Gobierno de Chile, a la Comisión de Derechos 
Humanos de la OEA, representada por su Presidente o un delegatario suyo debidamente au-
torizado, para que se constituya en el Estado de Venezuela, ciudad de Caracas, cárcel militar 
Ramo Verde y cárcel común de Guárico o donde se encuentren privados de libertad a la fe-
cha de la Visita y constate el estado de salud y de privación de libertad de ambos protegidos, 
recoja sus impresiones y evacúe un informe a la Asamblea General de la Organización de Es-
tados Americanos respecto del cumplimiento de los tratados internacionales sobre la materia, 
a fin de que este organismo adopte todas las medidas aconsejables a la adecuada protección 
de sus derechos esenciales, respecto a lo cual se informará a esta Corte Suprema chilena.” 

En realidad, como resulta de la lectura del fallo, la protección concedida se limitó a exi-
gir del gobierno de Chile que requiriera a la a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de la OEA, para que ésta viaje en Visita a Caracas, Venezuela, y se constituya en 
las cárceles donde López y Ceballos se encuentran privados de libertad de manera que “cons-
tate el estado de salud y de privación de libertad de ambos protegidos, recoja sus impresiones 
y evacúe un informe a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos res-
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pecto del cumplimiento de los tratados internacionales sobre la materia,” para que con base 
en ello, la OEA adopte todas las medidas aconsejables a la adecuada protección de sus dere-
chos esenciales, y se informe a la Corte Suprema chilena. 

En consecuencia, la orden judicial en realidad está dirigida al gobierno del Estado de 
Chile, que es el que tiene que requerir a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
que proceda en la forma que se indica en la sentencia.  

El gobierno de Chile está obligado a acatar la decisión de su tribunal supremo, y deberá 
realizar sus mejores oficios internacionales por que se produzca la Visita de la Comisión 
Interamericana a Venezuela. Pero bien se sabe en el Continente, que Venezuela viene recha-
zando sistemáticamente las Visitas de la Comisión, a cual acusa de parcial,5 por lo que en este 
caso parecería que ocurrirá lo mismo. Está en manos del Estado de Chile, por tanto, seguir 
con sus gestiones internacionales para acatar la sentencia de su tribunal supremo, para lo cual 

deberá solicitar a la Asamblea General de la OEA se pronuncie sobre el irrespeto de los prin-
cipios democráticos en Venezuela, para lo cual solo tiene que invocar la Carta Democrática 
Interamericana. 

                                            
5
 En octubre de 2015 el Gobierno de Venezuela volvió a rechazar toda Visita de la Comisión Inter-

americana de Derechos Humanos. Véase por ejemplo: “Venezuela vuelve a rechazar una visita de 
la CIDH. El gobierno de Maduro calificó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) de arcial??,” en La Tercera, 19 de octubre de 2015, en http://www.latercera.com/noti 
cia/mundo/2015/10/678-652044-9-venezuela-vuelve-a-rechazar-una-visita-de-la-cidh.shtmlu 

http://www.latercera.com/noticia/mundo/2015/10/678-652044-9-venezuela-vuelve-a-rechazar-una-visita-de-la-cidh.shtmlu
http://www.latercera.com/noticia/mundo/2015/10/678-652044-9-venezuela-vuelve-a-rechazar-una-visita-de-la-cidh.shtmlu

